Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 41 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación da la bienvenida a la delegación del Directorio del 
Banco de la República Oriental del Uruguay integrada por su Director, economista Cladera y asesores, 
quienes concurren hoy para analizar el proyecto de ley sobre deudores alimentarios y manifestar su 
posición al respecto. Cabe agregar que el señor Senador Sanguinetti presentó un proyecto de ley 
motivado por una inquietud similar en torno a la problemática que esta normativa podría generar en el 
sistema financiero. 


La intención del Directorio, entonces, es plantear su posición y ver si existe la posibilidad de 
realizar alguna corrección o un mejoramiento en el procedimiento, de modo tal que, persiguiendo el 
mismo fin, no conlleve un perjuicio para las entidades financieras. 


SEÑOR CLADERA.- Antes que nada, quiero agradecer que nos hayan recibido y decir a los señores 
Senadores que estoy acompañado, a mi derecha, por el doctor Borrelli, Secretario General del Banco 
de la República, de profesión abogado, quien ha trabajado como tal en la Sala de Abogados durante 
muchos años y ha estudiado este tema con especial interés; a mi izquierda se ubica el escribano 
Mihali, Gerente del Servicio Notarial, quien también es un profesional de larga data en el Banco y ha 
colaborado en el análisis de este proyecto de ley en todo lo que tiene que ver con la parte registral. 


Anteriormente, habíamos conversado con el señor Presidente de la Comisión, Senador 
Nicolini, con quien tuvimos un intercambio fluido. El propósito de esta visita es generalizar ese 
intercambio con la Comisión. 


En cuanto al proyecto de ley presentado por el señor Senador Sanguinetti, tenemos algunos 
comentarios para realizar, pero a esos efectos voy a solicitar al doctor Borrelli que exponga la posición 
a que hemos llegado por consenso en el Banco. Según lo que habíamos conversado oportunamente 
con el economista De Brum -no sé si fue también recibido por esta Comisión- pienso que hemos 
tratado los mismos temas, que tenemos cierta base de acuerdo y que luego podríamos generalizar 
esta conversación con él, en su calidad de Director Ejecutivo de la Asociación de Bancos Privados. 


SEÑOR BORRELL!I.- En primer lugar, creo que cabe precisar que para nada ponemos en tela de juicio 
la finalidad de la Ley N* 17.957, que todos compartimos, ya que proteger a los beneficiarios de 
alimentos es una actitud loable en cualquier sociedad y, por lo tanto, debe hacerse. La objeción que 
hacemos al proyecto de ley es que tal vez, en este caso, el fin no justifique los medios, porque éstos 
sobrepujan, en realidad, lo que eventualmente se quiere proteger y quizás causemos mayores 
perjuicios que beneficios al sistema en su totalidad. 


Para ilustrarnos en lo que queremos transmitir, vamos a hablar solamente de la operativa 
bancaria, porque el Banco de la República tiene una doble faceta y este proyecto de ley, de alguna 
forma, lo afecta en su doble sentido, es decir, como Banco o entidad de intermediación financiera y 
como entidad estatal, para las contrataciones. En lo que hace a las consultas que tendría que hacer 
promedialmente en forma mensual el Banco República, podríamos hablar de alrededor de 58.000. Si 
tenemos en cuenta que el valor de cada una de ellas es de aproximadamente $ 400 -esto es lo que 
cuesta un certificado del Registro- estaríamos hablando de un costo de U$S 1:000.000 mensuales, sin 
perjuicio del tiempo que insumiría solicitar un certificado y obtener la respuesta del Registro a los 
efectos de habilitar la operativa. 


Cabe recordar que el mayor número de estas operaciones se realizan prácticamente en forma 
automática. Nosotros actuamos en las operaciones de crédito social que en la exposición de motivos 
del señor Senador Sanguinetti se mencionan como uno de los elementos que ameritaría este proyecto 
de reforma y podemos decir que el 90% de ellas se realizan en forma automática. Esto quiere decir que 
cuando la persona va a solicitar el préstamo, se consulta a la base donde está el trabajador -que, en 
general, es empleado público- y esa operación se realiza en forma automática, sin demora de tipo 
alguno. Si nosotros tuviéramos que obtener un certificado para habilitar la operación, esa operativa ya 
no se podría realizar, por lo menos, de esa forma. Lo mismo podemos replicar en cuanto a lo que 
pueden ser operaciones de apertura de cajas de ahorro u otorgamiento de tarjetas de crédito. En el 
caso de las cajas de ahorro y en el de los préstamos de crédito social, uno se podría preguntar si, 


teóricamente, para un embargo, no se podría consultar al Registro Nacional de Actos Personales. Para 
ese tipo de operaciones, ya sea para la apertura de una caja de ahorro o para un crédito social -que 
implica la retención de haberes- actualmente no es necesaria la consulta al Registro Nacional de Actos 
Personales, pero sí lo sería por este proyecto de ley. 


Entonces, habida cuenta del impacto que tiene esto, tanto en la operativa, en su agilidad, 
como en el costo que implica, entendemos que el proyecto de ley que está sometido a la consideración 
del Senado es una solución viable que facilita las cosas. Si bien desde el punto de vista operativo e 
informático la iniciativa va a requerir una cantidad de ajustes, mantiene el espíritu del proyecto de ley, 
que es el de proteger a los beneficiarios de una pensión alimenticia. Además, de alguna forma, esto 
habilita el funcionamiento sin que impacte en la operativa. ¿Por qué? Porque en este proyecto de ley 
se sustituye la consulta que las entidades tienen que hacer al Registro; evitamos totalmente ese costo 
del que estábamos hablando porque, en definitiva, será el Registro el que tiene que informar a la 
Central de Riesgo del Banco Central y, de acuerdo a la sistemática que está planteada, es dicha 
Central de Riesgo la que deberá informar a cada una de las instituciones de intermediación financiera. 
Estas instituciones -ahí sí- una vez recibida esa información, deberán “internalizarla” de forma tal de 
incorporarla a sus sistemas, a los efectos de que en cada operación que se realice puedan contar con 
la información en línea. 


Sin duda, en lo que al Banco de la República respecta, tendremos que trabajar en esta tarea 
que, a pesar de que hoy no es necesaria, es viable y se puede hacer a un costo que, realmente, es 
muy diferente al que la ley, tal cual está, nos conlleva. 


Lo que sí necesitaríamos -porque se trata de un dato también importante- es que tuviera 
inexorablemente que plantearse el dato del número de la cédula de identidad, que es trascendente hoy 
por hoy en las centrales de datos de los sistemas financieros. ¿Por qué digo esto? Porque los sistemas 
realmente buscan a través de determinados datos -como, por ejemplo, el nombre- y, además, por un 
número de cédula que -este sí- es único para cada persona. Los nombres, por más particulares y 
personalísimos que sean, pueden ser compartidos por más de una persona; entonces, ya incluso en el 
sistema de embargos actual hay obligación, por ley, de proporcionar el número de cédula de identidad. 
Incluso, se crea un mecanismo para que aquel acreedor o actor que tenga que hacer un juicio y 
carezca del número de cédula necesario, pueda obtenerlo a través de la Dirección Nacional de 
Identificación Civil. En este caso, esta medida se justifica aún más, porque si se le informara a la 
Central de Riesgo del Banco Central que específicamente se creara acerca de un deudor alimentario y 
no se proporcionara su número de cédula y, a su vez, ese deudor alimentario tuviera un nombre 
común, en realidad, esto haría que todas las personas que llevaran el mismo nombre quedaran fuera 
del sistema bancario, no podrían prácticamente operar con una tarjeta, ni abrir una cuenta, ni obtener 
un préstamo, porque no habría una forma, digamos, fácil y hábil, de poder distinguir quién es el 
verdadero deudor alimentario y quién no. 


Por eso nos parece que, en este caso, nosotros deberíamos exigir esta información como, de 
alguna forma, está planteado en la Ley N* 16.957, por la que tiene que darse el número de identidad. 
Pero también la propia Ley dice que si no se tuviera ese dato se podrá ordenar la inscripción sin él. Si 
así fuera en este caso, insisto, eso haría que todas las personas que se llamen de la misma manera 
prácticamente no pudieran operar en el sistema financiero. Sería algo parecido a los embargos que 
aparecen en el Registro sin número de cédula. Pero, ¿cuál es el procedimiento? Es cierto que, 
normalmente, en negocios de trascendencia, como puede ser la compraventa de inmuebles o de 
bienes registrables, se utilizan los descartes de embargos que realizan los escribanos; esto tiene que 
hacerse, puntualmente, en cada caso. Si bien esos descartes parecen justificarse en operaciones de 
trascendencia -como pueden ser, como dije, la compra de un inmueble o de un vehículo automotor- en 
una operación bancaria, que a veces implica pagos de sueldos o cuentas que se pueden abrir con 
montos muy menores -como puede suceder con una tarjeta de crédito- ese descarte haría muchas 
veces muy dificultoso y hasta en algún caso impracticable el funcionamiento. 


Por eso nos parece que este proyecto de ley que está a vuestra consideración es viable y lo 
que nosotros le agregaríamos es ese otro aspecto que tiene que ver con que el dato de la cédula de 
identidad fuera un requisito “sine qua non”. Se respeta el espíritu de la ley porque, en definitiva, luego 
de ese proceso las personas que son deudores alimentarios y están inscriptos en el Registro no van a 
poder operar, pero se abarata y se agiliza el sistema. 


Antes de pasar al tema de las compras del Estado, queremos señalar que también estamos 
de acuerdo con el otro aspecto que se plantea en la exposición de motivos. Nos referimos al hecho de 


sustituir por una multa el eventual incumplimiento, la solidaridad que está planteada en la ley. La 
solidaridad ante el eventual trámite de una operación bancaria sin haber consultado el Registro, nos 
parece excesiva, pues se hace responsable de una pensión alimenticia a entidades que nada tienen 
que ver con ella. 


Además, desde el punto de vista práctico, hay una cuestión que nos parece importante, ya 
que esto puede comprender situaciones no queridas por nadie. Por ejemplo, un deudor alimentario 
que termina siendo inscripto en el Registro por su incumplimiento, cuenta con otra persona -en este 
caso una entidad financiera- que se puede hacer cargo de la obligación que no cumplió. Incluso, 
puede manifestar a su contraparte que, eventualmente, sacó una tarjeta de crédito, obtuvo un crédito o 
abrió una cuenta y después la cerró, razón por la cual la entidad financiera pasaría a ser solidariamente 
responsable. Realmente, nos parece riesgoso que se genere esa solidaridad por tal causa. 


En lo que tiene que ver con las compras del Estado, como se hacía referencia a proveedores 
del Estado, toda adquisición que el Estado pudiera realizar estaría abarcada por esta norma prohibitiva. 
Como norma prohibitiva que es, impide contratar con un proveedor -persona jurídica- en el que uno de 
sus integrantes en el Directorio, como administrador, esté inscripto en el Registro. Al ser una norma 
prohibitiva, la consecuencia sería la nulidad del contrato, de acuerdo con el artículo 8% del Código Civil. 
Salvo que se establezca una sanción de distinta naturaleza, esa sería en principio la consecuencia, es 
decir, la nulidad o, por lo menos, el riesgo de que una nulidad de ese tipo pudiera existir. Cuando se 
habla de contrataciones del Estado, a veces se piensa en licitaciones públicas o abreviadas o en 
contrataciones importantes, pero las contrataciones y los proveedores se manejan todos los días. Me 
refiero, por ejemplo, a la compra de boletos de ómnibus, a poner nafta en un vehículo del Estado, 
etcétera. Entonces, nos parece que estaría bien que se mantuviera esta prohibición siempre que se le 
pusiera un piso y se dijera que en todas aquellas licitaciones públicas y contrataciones de porte donde 
se piden requisitos, antes de realizar la adjudicación, se exija al proveedor que verdaderamente 
acredite que sus directores o administradores no están inscriptos en el Registro. Pero extender esto a 
todos los proveedores del Estado, en todas las circunstancias, nos parece que verdaderamente torna 
la medida de muy difícil cumplimiento e instrumentación. Además, hay que tener en cuenta el costo que 
todo ello implica en cada una de las reparticiones del Estado, donde habría que tener una oficina 
montada a los efectos de hacer ese tipo de controles. 


Resumiendo y quedando desde ya a disposición de los señores Senadores para realizar todo 
el intercambio de ideas que a ustedes les parezca y las aclaraciones que deseen acerca de nuestra 
intervención, queremos señalar que vemos que este proyecto sustitutivo es viable y que mejora 
sustantivamente la situación actual. 


Además, creo que se respeta el espíritu que se tuvo al sancionar la ley porque, en definitiva, 
los deudores morosos de pensiones alimenticias no van a poder operar en el sistema financiero y esto 
con una clara ventaja con respecto a la normativa actual, que es hacer viable el sistema. Los únicos 
dos aportes que estaríamos haciendo a esta iniciativa son la exigencia del número de cédula de 
identidad en la operativa bancaria como elemento “sine qua nor” para que la misma se concrete y el 
establecimiento, para las contrataciones del Estado, de un mínimo por encima del cual se debe exigir la 
información. 


También es un dato relevante a destacar que, al día de hoy, el promedio de todas las 
operaciones, entre crédito social, tarjetas de crédito, apertura de cuentas, operaciones crediticias y 
demás, es de unas 58.000 mensuales aproximadamente. En este momento -la ley se aprobó en mayo 
y estamos a fines de agosto- hay 14 inscripciones en el Registro; está bien que se van a ir 
incrementando y seguramente se hará en forma más rápida, una vez que la gente conozca este nuevo 
procedimiento. De todos modos, hoy en día, por 58.000 operaciones mensuales, estamos con 14 
inscripciones en el Registro. Otro dato que tenemos, que es más abarcativo, es el que sale de la oficina 
de turno de Montevideo y, si bien se podría decir que sólo refleja a la capital, hay que considerar que 
estamos hablando de más de la mitad de los juicios del país por un tema de concentración de 
habitantes. Precisamente este dato informa que, durante el año 2005 hubo un promedio de juicios de 
pensiones alimenticias -no quiere decir que los mismos estén incumplidos- de 250 mensuales. 
Estamos hablando entonces de unos 3.000 juicios de pensiones alimenticias anuales por lo que, 
teniendo en cuenta que esa cifra reflejaría a la mitad de la población, se alcanzaría a un total de 
aproximadamente 6.000 juicios en todo el país. De todos ellos, pensamos que los realmente 
incumplidos -ya que se comprende a los convenios y a pensiones que verdaderamente se pagan- 
constituyen un porcentaje inferior. Por eso, contrastando los números, insistimos en que nos parece 
que, tal como está establecida la sistemática de la ley, más allá del fin que persigue, se dispone de un 
exceso de medios. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con relación a los proveedores, quisiera formular una pregunta. Para el 
registro de los mismos, ¿se exige el certificado de aporte al Banco de Previsión Social? 


SEÑOR CLADERA.- Efectivamente. En el momento de realizar las licitaciones públicas se solicita una 
cantidad de certificados y éste podría ser uno más de ellos, pero el mismo debería presentarse, no 
tanto al momento de la licitación, sino en la adjudicación, ya que es ahí cuando se firma el contrato. En 
tal sentido, se tuvo en cuenta la experiencia del Banco y la de otras instituciones como las 
Intendencias, que tienen una actividad parecida en la que, las transacciones pequeñas son lo más 
habitual mientras que las compras grandes son ocasionales. 


Creo que con eso se pasa un tamiz sin necesidad de armar una estructura para este control 
de casos muy puntuales, porque es muy difícil controlar al almacenero, al diariero o al expendedor de 
nafta. 


Se trata de las operaciones más comunes que hacen las empresas como, por ejemplo, 
comprar lápices, papel, etcétera, pero cuando hablamos de licitaciones públicas entonces estaremos 
haciendo, efectivamente, un buen control. El señor Senador Nicolini nos podrá decir que tal vez un 
diariero no pague la pensión alimenticia, lamentablemente; lo atraparemos a través de la tarjeta o por 
otro lado, pero lo cierto es que es una tarea que se hace muy difícil. 


Es un poco lo que hablábamos antes en cuanto a las cifras, nosotros somos el 50% del 
sistema financiero. Supongamos que se trate del doble, es decir, que se verifiquen unas 120.000 
transacciones mensuales, lo que implica que al año son 1:500.000. Hay que guardar esa información, 
lo que también tiene su costo e insume tiempo de transacción, más allá de todos los avances 
tecnológicos. Nos parece que esto realmente tamizaba y dejaba en evidencia a aquella gente que no 
cumple con lo que debe, particularmente me refiero a los hombres que no pasan a sus ex mujeres e 
hijos las pensiones que les corresponden. O sea que vemos que se conserva el espíritu de la ley en su 
integridad y, en el caso del Banco de la República en su doble característica de cumplir con la función 
pública y financiera, se facilitaría el llevar adelante esta tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia de los señores Directores del Banco de la 
República Oriental del Uruguay y, tal vez, si se aprueba este proyecto de ley y se ahorra ese millón de 
dólares podrán hacer una campaña para la inscripción en el Registro, con lo cual verán que esa cifra 
podrá aumentar considerablemente. 


(Se retira la delegación de Directores del Banco de la República Oriental del Uruguay) 


Corresponde pasar a considerar la Carpeta N* 582/2006 “Ciudad de Salto” (Departamento de 
Salto), referida a un proyecto de ley por el cual se declara feriado no laborable para dicha ciudad 
capital, el 8 de noviembre de 2006, con motivo de conmemorarse los doscientos cincuenta años de su 
fundación. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar la Carpeta N* 603/2006 “Pueblo Colonia Palma” (Departamento de 
Artigas), correspondiente a un proyecto de ley por el cual se eleva a esta categoría al centro poblado 
ubicado entre los kms. 591 y 593 de la Ruta Nacional N* 3 “General José Artigas”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha llegado a la Mesa una propuesta en el sentido de que para el primer proyecto de ley el 
Miembro Informante sea quien habla y, para el segundo, la señora Senadora Percovich. 


No sé si estamos en condiciones de tratar el proyecto relativo a Honras Fúnebres, aprobado 
por la Cámara de Representantes. 


De lo contrario, sólo nos resta proponer que para la próxima sesión se trate como primer 
punto del orden del día, el proyecto de ley sobre deudores y, en segundo lugar, el relativo a Honras 
Fúnebres. 


Por otro lado, queremos agregar que en el banco de datos hicimos la propuesta de agregar 
una serie de artículos al proyecto del señor Senador Penadés y sería interesante saber cuál es su 
opinión al respecto, ya que se trata de una iniciativa de su autoría. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 15 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


